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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN PENAL

SALVAMENTO DE VOTO

1. No comparto, en primer lugar, la interpretación de la Sala consistente en que el aumento de penas dispuesto en el artículo 14 de la Ley 890 de 2004 no rige para los delitos relacionados en el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006.

Entiendo que el incremento general de penas ordenado en la Ley 890 tuvo como justificación la concesión de rebajas de pena, por la vía de los allanamientos a cargos y preacuerdos regulados en la Ley 906 de 2004. Se trataba de generar un margen de maniobra importante a la Fiscalía para la ejecución de las nuevas normas de justicia premial. Esta es la razón por la cual se consideró en su momento que ese incremento de penas, realizado para el desarrollo del sistema acusatorio, no regía para casos tramitados por la Ley 600 de 2000.

Cuando se expidió la Ley 1121, en el año 2006, el legislador tenía claras las penas con las cuales contaban en ese momento los delitos de terrorismo, secuestro extorsivo y extorsión. En las mismas, como es obvio, ya estaban incluidos los aumentos previstos en la Ley 890 de 2004. Era claro para el órgano legislativo, igualmente, que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, a través de la sentencia del 14 de marzo de 2006, había considerado derogado por la Ley 906 de 2004 el artículo 11 de la Ley 733 de 2002, por el cual se excluyeron de beneficios y subrogados a todas esas conductas punibles.

En las condiciones vistas, quiso el Congreso de la República, en ejercicio de su amplio margen de configuración normativa –que le reconoció la Corte Constitucional en la sentencia C-073 de 2010, por la cual se declaró exequible el artículo 26 de la Ley 1121 de 2006—, introducir un artículo similar al 11 de la Ley 733 de 2002. Abiertamente, eso es indudable, se trató de una medida de política criminal dirigida a combatir tales delitos de elevado impacto social, como también lo señaló la Corte Constitucional en el pronunciamiento acabado de mencionar. 

Podía el legislador, entonces, en virtud del fin de disuasión perseguido, aumentar las penas a terroristas, secuestradores y extorsionistas. O mantener las existentes y suprimir las rebajas previstas en la ley, que era otra forma de lograr el propósito de reprimir más severamente a los responsables de tan graves comportamientos. Y el hecho de escoger la segunda opción, en manera alguna significaba desconocer la justificación que fundamentó la expedición de la Ley 890 de 2004, como lo entendió la Sala Mayoritaria. 

Al legislador de 2006, simple y llanamente, le parecieron bien las penas para entonces asignadas a los delitos relacionados en el artículo 26 de la Ley 1121, encontrando propicio, a partir de esa realidad punitiva y con el fin de desalentar a aquellos con intención de cometer dichos crímenes, fijar la política estatal en materia criminal de excluir la concesión de beneficios y subrogados penales a los autores y partícipes de tan graves atentados contra la sociedad. 

2. Quiero señalar, en segundo lugar, que aunque la Sala hubiera superado los defectos de la demanda de casación para revisar de oficio la legalidad de la pena impuesta al procesado DANIEL FERNANDO ANGULO GÓMEZ, en mi criterio resultaba claro que de advertirse en desarrollo de ese examen otra transgresión de una garantía constitucional, de cobertura mayor, la Corte contaba con la facultad y el deber de remediarla. Y es lo que a mi manera de ver tenía que hacer la Sala en el presente caso, para impedir una condena por una tentativa de extorsión inexistente. El delito es presupuesto de la pena. De ahí, que la superación de los defectos de la demanda, como se dijo al comienzo, pudo servir para preservar la legalidad del delito.

Los hechos expuestos por la Fiscalía en la audiencia de formulación de imputación fueron los siguientes: 

* Hacia las 7 de la noche del 2 de junio de 2009, un joven de raza negra, valiéndose de un cuchillo, despojó de su cartera a la señora ADRIANA LUCÍA VALDEZ FERNÁNDEZ.

* Pasados varios minutos, después de denunciar el hecho a la policía, un desconocido –dijo que era Óscar— se puso en contacto telefónico con la víctima del hurto. Como esta supuso que se trataba del mismo asaltante y se encontraba asustada, su esposo atendió la llamada. El sujeto pidió 700 mil pesos a cambio de devolver el bolso con “los papeles”. Y con esa llamada empezó una negociación que duró 6 llamadas más, las cuales fueron seguidas y en la misma noche. Alejandro Valencia, el cónyuge de la persona agredida, le explicó a “Óscar” que ellos eran estudiantes y no tenían todo ese dinero. 

* Cuando ya se disponían los esposos a salir de su casa para pedir la intervención del GAULA –precisó Valencia en su entrevista ante Policía Judicial— 

“…recibí otra llamada y ya el sujeto a tanta insistencia me dijo que le diera 300 mil pesos y que él me entregaba el bolso, y entonces yo le dije que por ahí en unos 15 minutos él me manifestó que le llevara la plata al puente del Humilladero y yo entonces le dije que sí, y ahí fue cuando él me amenazó, diciendo que él iba a mandar a otra persona a recoger ese dinero y que si le pasaba algo a esa persona o a él nos ateníamos a las consecuencias, entonces yo le pregunté sobre esas consecuencias y él me decía usted ya sabe a qué me refiero y me dijo que mi familia y yo nos ateníamos a las consecuencias y quedamos en que yo le llevaba el dinero…”.

* Alejandro Valencia y “Óscar” hablaron una vez más por teléfono. Este cambió el sitio del encuentro. Fijó uno nuevo: la silla del paradero de buses, ubicado al frente de la Nueva EPS en Popayán. Allí, cuando intentaba entregar la cartera y recibir el dinero acordado, el joven de raza negra DANIEL FERNANDO ANGULO GÓMEZ fue capturado por miembros del GAULA de la Policía Nacional. El único bien de los hurtados que no llevaba consigo la persona retenida, era el teléfono celular de la víctima.

La petición de dinero, según lo expresó la Fiscal del caso en las audiencias de legalización de captura y de formulación de imputación, en correspondencia con los elementos materiales probatorios de que disponía en ese momento, la hizo “Óscar” para devolver la cartera. Al precisar la funcionaria la imputación jurídica, según se puede verificar a partir del minuto 42:29 del disco donde aparecen grabados los mencionados actos procesales, le manifestó al sindicado:

 “Este acontecer fáctico que le está endilgando la Fiscalía, el legislador lo tiene descrito y sancionado en el Código Penal, en el Libro 2º, Título VII, capítulo II, de la extorsión, artículo 244 que dice: el que constriña a otro a hacer, tolerar u omitir alguna cosa, con el propósito de obtener provecho ilícito o cualquier utilidad ilícita, o beneficio ilícito, para sí o para un tercero, incurrirá en prisión de 192 a 288 meses. El verbo que se le endilga a usted es un constreñimiento, lo que usted hizo, a hacer, a hacer es entregar un dinero, entonces el verbo es a hacer la entrega del dinero a cambio de devolver un bolso hurtado horas antes”.

La imputación, eso es claro, se asoció a la conducta de pedir dinero para devolverle a la víctima su cartera con sus documentos. Ello, sin embargo, así no más, no configura el tipo penal de extorsión, el cual exige para su estructuración, según la definición legal contenida en el artículo 244 del Código Penal, la acción de “constreñir” a otro “a hacer, tolerar u omitir alguna cosa”. Y si bien es cierto que en el presente caso ANGULO GÓMEZ amenazó al esposo de la víctima diciéndole que si le pasaba algo a la persona que mandaría a recoger el dinero, o a él, tendrían que “atenerse a las consecuencias”, claramente esa coerción no se encontraba vinculada a la obtención de un provecho ilícito. 

El dinero lo pidió el procesado, en efecto, a cambio de regresarle sus pertenencias a la señora Valdez Fernández. La entrega de la suma, entonces, no la presionó a través de la amenaza, la cual tuvo como propósito evitar que le pasara “algo” al realizar el intercambio. Sin constreñimiento para conseguir un provecho ilícito, por tanto, no podía entenderse configurada la conducta de extorsión. A mi juicio, en consecuencia, era obligación de la Corte declarar que no podía aprobarse el allanamiento del procesado a unos hechos que no constituían el delito de tentativa de extorsión imputado y, en consecuencia, anular lo actuado a partir de la aceptación de cargos que realizó, ante la circunstancia evidente de que se le conculcó al mismo el derecho fundamental al debido proceso y la presunción de inocencia.

De los señores Magistrados, 

Atentamente,

JAVIER ZAPATA ORTIZ

Magistrado
Fecha ut supra.
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